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(Propuesta presentada por la Presidencia)

RECOMENDACIONES DE LA SEGUNDA REUNIÓN DE AUTORIDADES RESPONSABLES DE LAS POLÍTICAS PENITENCIARIAS Y CARCELARIAS DE LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA OEA

Las Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA se reunieron en la ciudad de Valdivia, Chile, del 26 al 28 de agosto de 2008, teniendo presente la convocatoria contenida en las Conclusiones y Recomendaciones de la Sexta Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA VI), Cap. II.2 “Políticas Penitenciarias y Carcelarias” (REMJA-VI.doc.21/06), para realizar la Segunda Reunión de Autoridades Responsables de Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA.

1. Durante la reunión, las Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA (“las Autoridades”) valoraron los instrumentos internacionales sobre derechos humanos aplicables a las personas privadas de libertad así como la elaboración, por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de un documento relativo a los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad, el cual recomendaron para su uso en la próxima Reunión de Ministros de Justicia de las Américas. 

2. Como una forma de contribuir al logro de avances en materia penitenciaria en las Américas, las Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA acordaron considerar la adopción, dentro del contexto de sus posibilidades y limitaciones, de las siguientes medidas, orientaciones y políticas: 

A.
PRINCIPIOS GENERALES

i. Finalidad de las penas privativas de libertad

El sentido esencial de la pena es, principalmente, lograr la reinserción social y la readaptación del condenado frente a su familia y su comunidad, reflejar la seriedad del delito, promover el respeto a la ley y promover el justo castigo frente a la ofensa.

ii. Dignidad de las personas privadas de libertad

Las personas privadas de libertad se reconocen como sujetos de derechos que mantienen una relación de derecho público con el Estado, construida desde el fundamento de la dignidad esencial que como ser humano les asiste. 

iii. Goce de derechos por parte de las personas privadas de libertad

Las personas privadas de libertad gozarán de los mismos derechos reconocidos a toda persona en los instrumentos nacionales e internacionales sobre derechos humanos, a excepción de aquellos cuyo ejercicio esté limitado o restringido temporalmente por disposición de la ley o de la sentencia que lo condenare. En el tratamiento de las personas privadas de libertad, se les respetará y garantizará su vida e integridad personal, y se asegurarán condiciones mínimas que sean compatibles con su dignidad.

iv.
Las Autoridades Penitenciarias reunidas en Valdivia instan a los Estados Parte de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura a cumplir con sus obligaciones estipuladas en dichas convenciones, según proceda. 

B.
CONDICIONES DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD

i. Tratamiento conforme a los derechos

En el tratamiento de las personas privadas de libertad se les respetará y garantizará su vida e integridad personal y se asegurarán condiciones mínimas que sean compatibles con su dignidad y derechos. Asimismo, se les protegerá contra todo tipo de amenazas y actos de tortura, ejecución arbitraria, desaparición forzada, tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, violencia sexual, castigos corporales, castigos colectivos, intervención forzada o tratamiento coercitivo (a no ser que sea por orden de los Tribunales) o, en general, métodos que anulen o menoscaben la personalidad de los reclusos. 

ii. Mejoramiento de condiciones de infraestructura y condiciones de habitabilidad

Las Autoridades Penitenciarias instan a sus países a promover soluciones a las condiciones de deficiencia en infraestructura que presenten los establecimientos penales, con el fin de evitar el hacinamiento y las nocivas consecuencias para la vida interna que este fenómeno conlleva, procurando alcanzar estándares mínimos de atención y seguridad personal. De este modo, resulta fundamental trabajar en el desarrollo de mecanismos que contribuyan a incentivar la modernización de la infraestructura carcelaria, sean estos de carácter jurídico, económico, social o político.


Se reconoce la importancia de considerar, entre otras alternativas viables, mecanismos públicos y privados que permitan el mejoramiento continuo de las condiciones de internamiento en que viven los penados, elevando los estándares de habitabilidad en los centros y favoreciendo así el proceso de reinserción social en condiciones dignas y humanas. Con miras al cumplimiento de este objetivo, se reitera la invitación a intercambiar información sobre la participación de empresas privadas en la construcción u operación de centros carcelarios, con miras a explorar nuevas alternativas encaminadas a mejorar los sistemas penitenciarios. 

iii.
Separación de la población penitenciaria

Se incentivará la separación por grupos etáreos y de sexo en los centros en que se cumplen las sanciones privativas de libertad, proveyendo de prestaciones diferenciadas, conforme a las necesidades de cada grupo. Los participantes coinciden en la necesidad de mantener a las mujeres condenadas o en prisión preventiva separadas de los lugares de reclusión de la población penitenciaria masculina, contando además con instalaciones específicas que incluyan instrumental y salas adecuadas para embarazadas, para atender partos y salas cunas o guarderías. Se procurará mantener a los niños y adolescentes privados de libertad en centros separados y sin contacto con adultos condenados o sujetos a prisión preventiva. 

iv.
Normalización social

Los Estados deberían hacer todo el esfuerzo posible para que la vida en prisión se adapte, en la medida de lo posible, a los aspectos positivos de la vida en el exterior, con el fin de mejorar las condiciones para el cumplimiento de la sanción impuesta. 

v.
Aplicación de sanciones y régimen disciplinario

Se mantendrá la disciplina en los recintos penitenciarios sin aplicar más restricciones que las necesarias para resguardar la seguridad y la vida de las personas. Un recluso sólo podrá ser sancionado conforme a las prescripciones de las leyes o reglamentos, y siempre que exista un procedimiento previo, conforme a los principios del debido proceso. 

vi.
Derecho de petición y derecho de queja

Se garantizará que toda persona detenida o presa, o su abogado, tenga derecho a presentar una queja ante las autoridades encargadas de la administración del lugar de detención —u otra autoridad judicial, si correspondiere— y que tengan atribuciones fiscalizadoras o correctivas, por el trato al que haya sido objeto, en particular, en caso de tortura u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

vii.
Libertad de conciencia

Si el respectivo establecimiento penitenciario cuenta con internos que pertenezcan a distintos credos o religiones, podrá autorizarse la concurrencia regular de representantes de dichos credos o religiones, quienes contarán con facilidades para oficiar servicios religiosos, así como visitas pastorales particulares a las personas privadas de libertad. 

viii.
Condiciones de los lugares de internamiento

Se promoverá que las detenciones de larga duración y la prisión preventiva se ejecuten en lugares de internamiento idóneos en los que las personas cuenten con las condiciones mínimas de atención y seguridad personal. Los Estados favorecerán el proceso de reinserción social de los condenados, a fin de que la sanción penal tenga alguna utilidad para el sujeto que la padece, otorgando los elementos necesarios para el desarrollo de su vida en libertad, superando en lo posible las condiciones que impidan la reincidencia en conductas delictivas. Se insta a los países participantes a fomentar el desarrollo de habilidades interpersonales entre las personas privadas de libertad, a fin de reducir los efectos nocivos del internamiento prolongado, a través de la oferta de prestaciones públicas suficientes que permitan ayudarle a superar su estado de exclusión, posibilitando, de esta manera, su reinserción efectiva en la sociedad.

ix.
Privación de la libertad previa a la condena


Cuando proceda y así lo autorice la ley, las medidas cautelares encaminadas a impedir o limitar la libertad de un individuo antes de un juicio sólo deben ser impuestas por un tribunal independiente y de conformidad con el debido procedimiento jurídico. Los Estados promoverán que el uso de la prisión preventiva sea siempre excepcional e instarán a disminuir su duración.
x. Buenas prácticas


Fomentar la aplicación de buenas prácticas, orientándolas a un sistema de asistencia y tratamiento penitenciario individualizado, de tal manera que se pueda proporcionar atención a las necesidades de orden social, legal, moral y material. 

C.
REINSERCIÓN A LA SOCIEDAD

a. Promoción y fomento de la reinserción a la sociedad: Conforme a las sentencias específicas impuestas por los Tribunales, se hará un esfuerzo por promover el proceso de reinserción a la sociedad de los condenados a fin de que la sanción penal tenga manifiesta utilidad para el sujeto que la cumpla, otorgándole los elementos necesarios para el desarrollo de su vida en libertad y evitar la reincidencia en conductas delictivas. Se insta a los países a fomentar el desarrollo de todas las capacidades que los condenados requieren para reincorporarse con éxito en la sociedad, con el fin de garantizar una transición sin complicaciones al ser liberados y reducir los posibles costos futuros para la sociedad, tales como el trato discriminatorio. 
b. Participación de la comunidad en el proceso de reinserción social: Se impulsará la participación de los estamentos comunitarios en el proceso de reinserción social del condenado con el objeto de generar redes sociales suficientes que permitan al penado mantener siempre vivos los lazos con la comunidad, con el objeto de facilitar su futura integración social, laboral, educativa y familiar. 
c. Tratamiento diferenciado: En el proceso de tratamiento penitenciario para la reinserción del sujeto penado, se propiciará el trato diferenciado con base en las necesidades de cada persona. 
d. Educación: Promover el derecho a la educación de las personas privadas de libertad, teniendo especial consideración a los más jóvenes, permitiendo su acceso universal, sin discriminación alguna, de manera progresiva y según la disponibilidad de sus recursos, tomando en cuenta la diversidad cultural.
e. Trabajo: Las personas privadas de libertad deberían tener efectivas oportunidades de trabajo productivo, las que deberán tener como contraprestación una remuneración justa y equitativa que les permita cooperar en la manutención de su familia, de acuerdo con sus capacidades y habilidades, a fin de facilitar la reforma, rehabilitación y readaptación social de los condenados, o que les permita resarcir a sus víctimas en caso de que así lo haya ordenado un tribunal.
f. Salud: Se favorecerá el reconocimiento y protección del derecho a la salud que asiste a las personas privadas de libertad, entendido como el goce de los mayores niveles posibles de bienestar físico, mental y social congruente con las normas sanitarias. Esto incluye, entre otros, la atención médica oportuna en las diferentes especialidades, los cuidados de urgencia y la confidencialidad en el manejo de la información clínica del paciente.
g. Acompañamiento pospenitenciario: Se impulsará la generación de mecanismos que permitan la debida atención y acompañamiento pospenitenciario del penado, con el objeto de asistirle en su proceso de reintegración social. 
D.
ALTERNATIVAS AL ENCARCELAMIENTO

i. 
Alternativas al encarcelamiento

Es posible utilizar medidas alternativas, conforme al delito o delitos de los condenados, a fin de fortalecer el arraigo del condenado en la comunidad, evitando así que el sujeto penado sea aislado de su medio social, laboral y familiar. Se hará todo el esfuerzo posible por recurrir a sanciones alternativas en el marco de la legislación nacional vigente. Entre otras, se dará preferencia a las siguientes medidas: sanciones verbales, libertad condicional, penas privativas de derechos, penas en dinero, incautación o confiscación, indemnización a la víctima, suspensión de la sentencia o condena diferida, servicios a la comunidad, obligación de acudir regularmente a un centro determinado, arresto domiciliario, la remisión, el indulto y la liberación con fines laborales o educativos. 

E.
SUPERVIGILANCIA Y TRANSPARENCIA 

i.
Transparencia y supervigilancia de la actividad penitenciaria

Se promoverá la apertura y la transparencia de la gestión penitenciaria tomando en cuenta a todos los actores del sistema, con especial consideración a las personas privadas de libertad y sus familiares, a los jueces de ejecución de la pena o de vigilancia, a la sociedad civil y a los funcionarios penitenciarios. 


Al instar a la transparencia en la política penitenciaria, se potenciarán mecanismos de acceso a la justicia. Con este fin, en la ejecución de las penas y respetando las competencias establecidas, el operador penitenciario permitirá que su actividad sea supervigilada por el órgano jurisdiccional competente. 


La actuación de todos los agentes del sistema penitenciario tendrá asimismo, como finalidad, la prevención de la corrupción. 

ii. 
Control de legalidad en el cumplimiento de las penas

Las condiciones de privación de libertad deben ser sujetas a revisión por parte de tribunales competentes, independientes e imparciales. Se promoverá, en su caso, la instauración de una judicatura de vigilancia penitenciaria de carácter especializado como un mecanismo posible para fomentar la provisión de condiciones carcelarias adecuadas. Dicha instancia también podrá estar autorizada para revisar fallos en la imposición de sanciones que no impliquen la privación de la libertad, e incluso para la modificación o revocación de la medida no privativa de libertad cuando el condenado incumpliere las obligaciones impuestas. 

iii.
Fomento de visitas a los recintos privativos de libertad

Se fomentarán las visitas a los recintos privativos de libertad por parte del Relator Especial sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, como un mecanismo útil de supervisión y fortalecimiento de la calidad de las condiciones en las cuales se encuentran las personas privadas de libertad. 

iv. 
Elaboración de indicadores


Se promoverá la elaboración de instrumentos que puedan servir para realizar mediciones periódicas de los principales factores o indicadores específicos de la gestión penitenciaria. 

F. 
COOPERACIÓN INTERNACIONAL 
i.
Asistencia técnica: Se instará a la cooperación internacional, con especial énfasis en la asistencia técnica, tanto entre los distintos Estados de las Américas, como a todo nivel de instituciones internacionales y regionales, con miras a intercambiar experiencias que permitan promover la seguridad, el bienestar y la reinserción social de los penados. 


Asimismo, se promoverá el intercambio bilateral y multilateral de experiencias y buenas prácticas entre los países que observen realidades comunes, en especial en los aspectos de capacitación y fortalecimiento de las escuelas penitenciarias. 

ii.
Traslado de condenados: De conformidad con los acuerdos entre los Estados, se procurará la repatriación, en la medida en que el ordenamiento jurídico lo permita, con el fin de que las personas sujetas a penas privativas de libertad cumplan la sentencia en su país de origen. 

G. 

ASISTENCIA SANITARIA

i.
Se promoverá la inclusión de las personas privadas de libertad dentro de los alcances de las políticas generales de salud y seguro médico universal. 

ii.
Los establecimientos penitenciarios dispondrán de profesionales sanitarios, incluyendo la garantía de acceso a servicios de carácter psiquiátrico y dental. En su caso, se podrá disponer el traslado de enfermos que requieran de cuidados especiales a establecimientos penitenciarios especiales u hospitales civiles. 

H. 
ASISTENCIA JURÍDICA

i.
Toda persona privada de libertad tendrá siempre derecho a entrevistarse en privado con el defensor de su confianza, en condiciones tales que le permitan recibir una defensa adecuada, en consideración a su condición de preso. La persona detenida que no cuente con abogado de confianza tendrá derecho a que se le designe uno, sin costo para él, si careciere de los medios para pagarlo.

I. 
COMUNICACIÓN CON EL EXTERIOR
i.
Las personas privadas de libertad podrán comunicarse periódicamente, conjugando equilibradamente las medidas de seguridad y privacidad pertinentes, con sus familiares y amigos, ya sea a través de correspondencia privada o de visitas. 

J. 
PERSONAL PENITENCIARIO
i.
La administración penitenciaria procurará realizar una objetiva y adecuada selección de su personal, con el fin de mejorar la capacidad de cumplir con las recomendaciones formuladas. Igualmente, procurará mejorar la capacitación, formación y condiciones de trabajo, de acuerdo con la importancia fundamental del servicio público que prestan, incluyendo la voluntad de procurar el estudio e implementación de medidas destinadas a mitigar los efectos desgastantes de la actividad penitenciaria. 

K. 
JÓVENES

i.
Se promoverá que el cumplimiento de la pena privativa de la libertad a la que sean condenados los adolescentes sea cumplida en recintos construidos especialmente para tal efecto.

ii.
Se procurará, especialmente tratándose de adolescentes, que la función resocializadora de la pena se oriente al tratamiento de carácter educativo, a través de personal calificado y capacitado en materia adolescente.

iii.
Se propenderá a que las medidas y sanciones que se impongan respecto de adolescentes sean fundamentalmente ambulatorias, dejando la privación de la libertad como último recurso.

iv.
Todo lo anterior, sin perjuicio del especial reconocimiento de las medidas, orientaciones y políticas señaladas en este documento respecto de los adolescentes. 

L.
PRÓXIMAS REUNIONES

i. La Secretaría General de la OEA debería seguir prestando apoyo técnico a las reuniones de Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de esta Organización.

ii. Se debería convocar a una Tercera Reunión de Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA, con el fin de continuar intercambiando información y experiencias y fortaleciendo la cooperación mutua entre ellas. 
� FILENAME  \* MERGEFORMAT �CE00394S07�








